    

En la Ciudad de Campana, a los 13 días del mes de octubre del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo los Sres. Jueces que integran la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Zárate-Campana, con el propósito de dictar sentencia en la presente causa No. 5133 "Gabay Pablo Miguel c/ Gabay Alejandro s/ usucapión"; dado que ha resultado del sorteo realizado en la Secretaría del Tribunal, que la votación se debía realizar en el siguiente orden: Dres. Miguel Ángel Balmaceda-Osvaldo Cesar Henricot-Karen Ileana Bentancur, se resolvió plantear y votar las siguientes cuestiones:

    

1a. ¿Se ajusta a derecho la Sentencia apelada?.-

    

2a. ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.-

    

A la primera cuestión planteada el Señor Juez Miguel Balmaceda, dijo:

    

Primero: ha dictado resolución la Sra. Juez de Paz Letrada de Escobar y dispuso rechazar la demanda por prescripción adquisitiva incoada por el Sr. Pablo Miguel Gabay contra el Sr. Alejandro Gabay,  respecto del inmueble sito en la calle Alberti, entre calles Berutti y Rizzuti de la localidad de Belén de Escobar, cuya identificación catastral surgirá de esta resolución (fs. 674/679).

    

El fallo ha sido impugnado por el accionante Pablo Miguel Gabay (fs. 681), y ello da causa a la intervención de este Tribunal de alzada.

    

Dado que el recurrente ya ha expresado agravios, con su presentación que corre agregada a fs. 687/689, que no fue contestada por la contraparte, la causa está en condiciones de decidir tras el llamado de "Autos para Sentencia" de fs. 693.-

    

Segundo: al criticar la sentencia que le resulta adversa, expresa el apelante que es errada la visión de la Sra. Jueza actuante, quien expone que corresponde desestimar la pretensión del actor por insuficiencia probatoria; que en última instancia la actividad judicial en materia probatoria reviste carácter complementario y que debió haberla realizado la magistrada, para despejar sus dudas. Que si bien no acompañó fotografías originales del lugar, sí lo hizo acompañando fotocopias de las mismas, que son prueba suficiente de la realización de actos posesorios. En conclusión peticiona la revocación del fallo de primera instancia, y que se haga lugar a su pedido que se reconozca su pretensión de adquirir por usucapión la finca objeto del proceso.

    

Tercero:   En principio, cabe destacar que la carga de la prueba -no obstante la queja del recurrente- cae sobre él mismo. Ello así pues, conforme doctrina de la Suprema Corte de Justicia, nuestro sistema legal no contiene la presunción de que cualquier ocupación es para sí y a título de dueño, siendo a cargo de quien invoca el título –en el caso el actor- probar el “animus domini” (Cf. SCJBA, AS 1997-I-689). Y lógicamente –también- cargar con las disvaliosas consecuencias de no cumplir acabadamente con la prueba a su cargo, en los términos del art. 375 del CPCC, y no es admisible que se pretenda que es el Juzgador quien debe, por propia iniciativa, suplir la actividad de la accionante. 

    

Más allá de lo expuesto, y luego de análisis detenido del complejo probatorio reunido, entiendo que debe acogerse el recurso en trámite.


Me parece útil destacar, como lo manifesté ante casos análogos, que enseña Borda que hasta 1952 la usucapión se probaba por simple información sumaria, que tramitaba sin contralor alguno, y en la que bastaba la declaración de tres o cuatro testigos para tener por acreditada la posesión, sirviendo la sentencia de título que se inscribía en el Registro de la Propiedad. La facilidad con que se obtenían estos títulos dio lugar a numerosos abusos, particularmente en perjuicio del Estado; cuando se trataba de la usucapión de tierras fiscales, algunos testigos falsos o complacientes, bastaban para obtener la aprobación de la información. Claro, que la sentencia no tenía efectos de cosa juzgada,  y que el propietario podía luego reivindicar el bien. En 1952, al dictarse la ley 14159  sobre Catastro Nacional, se introdujeron dos disposiciones, los arts. 24  y 25, que establecieron el carácter contencioso del procedimiento y exigencias severas en materia de prueba, en la Justicia Nacional. En verdad, esas exigencias fueron excesivas y motivaron, pocos años después, la sanción del decreto‑ley 5756/1958 que, manteniendo el sistema del juicio contencioso, atenuó el rigor de las disposiciones relativas a la prueba
.


Lo cierto es que los Tribunales bonaerenses acuerdan que es de particular exigencia la apreciación de la prueba de la posesión de la cosa, conformes las reglas de la sana crítica, para que prospere la pretensión de adquisición del dominio por usucapión. Es criterio orientador para la valoración de los elementos de prueba arrimados para resolver el conflicto que llega a conocimiento del Tribunal lo resuelto en punto a este tema por la Corte Suprema, en causa de usucapión de su competencia original: 


“Dado el carácter excepcional que reviste la adquisición del dominio por el medio previsto en el art. 2524, inc. 7°, del Código Civil (art. 4015 del mismo), la realización de los actos comprendidos en el art. 2373 del dicho cuerpo legal y el constante ejercicio de esa posesión deben haber tenido lugar de manera insospechable, clara y convincente."


"No basta con que se acredite un relativo desinterés por el inmueble por parte de la demandada, sino que es necesaria la cabal demostración de los actos posesorios efectuados por quien pretende usucapir y que sean lo suficientemente idóneos como para poner al propietario, que debe haber tenido conocimiento de ellos, en el trance de hacer valer por la vía que corresponde los derechos que le han sido desconocidos." (Cf. CS, 27/09/2005, ElDial.Com).-


Guiado por estos principios y en diferencia respetuosa con la primer sentenciante civil, tengo el convencimiento que un análisis razonado del complejo probatorio reunido, lleva a mi convencimiento que la pretensión de usucapir que contiene la demanda que promueve el Sr. Pablo Miguel Gabay debe ser acogida.

    

En efecto,  se debe resaltar que, en el caso a resolver,  se trata de un conflicto entre dos condóminos, al parecer hermanos. Por lo tanto, por tratarse de un condominio, la prescripción adquisitiva de partes indivisas que realiza un condómino resulta sumamente dificultosa, por cuanto la prueba de la posesión debe estar acompañada inexorablemente de la prueba de la "interversión del título", esto es, por el cambio de la causa o título en virtud del cual se está poseyendo o teniendo la cosa, que conforme la manda del art. 2353 del Código Civil, tal voluntad debe manifestarse por actos exteriores y su prueba corresponde a quien la invoque para destruir la presunción del art. 2358 del Código Civil (Cf. Marina Mariani de Vidal "Curso de Derechos Reales", To. I, Pág. 161/166, Zavalía Editor, 1999). Es que nadie puede cambiar por sí mismo, o por el transcurso del tiempo, la causa de su posesión (art. 2353 del Código Civil); para ello deben necesariamente realizarse actos exteriores que manifiesten en forma inequívoca la intención de privar al restante condómino de disponer de la cosa y, además, que se logre dicho objetivo (art. 2458 del Código Civil). No basta la simple intención o manifestaciones de voluntad en poseer la cosa, es necesaria una verdadera contradicción a los derechos del co-propietario, un verdadero alzamiento contra su derecho. 

  

Precisamente en esa misma dirección de pensamiento ha dicho nuestra Jurisprudencia: "Para la interversión del título no basta la sola voluntad de cambiar el título de la posesión sino que es menester la prueba de actos ostensibles y manifiestos, que objetivamente sean incompatibles con el ejercicio del dominio por quien es el propietario de la cosa" (Cf. Cám. Nac. Civil, Sala K, 28/6/96, "Páez Carmen A. c/Basso Jorge", JA 1997-I-síntesis).

    Analizado el legajo judicial -y guiado por estos principios- entiendo que se ha conformado un panorama probatorio apto para que prospere el reconocimiento de la pretensión adquisitiva del actor.

    En efecto, es sabido que como principio general la posesión hábil para usucapir (art. 2351 del Código Civil) requiere de dos elementos: corpus y animus, o sea como lo dispone el art. 4015 del Código Civil "con ánimo de tener la cosa para sí" exteriorizándose así la posesión mediante la realización de actos materiales a título de dueño, en forma continua, pública y pacífica y por todo el tiempo exigido por la ley, en este caso, por el término de veinte años.

    El actor al promover la demanda ha manifestado que "el suscrito comenzó a poseer en forma exclusiva el inmueble desde el año 1983. Dicha posesión ha sido continua por más de veinte años en forma quieta, pública, pacífica e ininterrumpida con ánimo de dueño. Se produjo la interversión del título al poseer en forma excluyente de los restantes herederos" (ver fs. 633 vta., en la demanda, capítulo "Hechos"; más allá que en la expresión de agravios parece expresar que propiamente comenzó a poseer como dueño en el año 1984).

    De la prueba testimonial resulta -tal es mi opinión, analizada conforme las reglas de la sana critica, art. 384 del CPCC- la realización de actos posesorios que son propios del dueño exclusivo de una finca. El Sr. Cesar Augusto Zorzoli, quien expresa ser maestro mayor de obras, ha declarado que conoce al actor desde el año 1983 "...la primera vez que fui a esa casa fue en el año 1987 y el actor ya estaba viviendo allí... era un terreno bastante despoblado con una vivienda que faltaba terminar. Con calle de tierra. En el lote había algunos árboles sobre el perímetro. En el centro del lote un par de árboles...la casa era de material con cielorraso, no sabe que techo tenía. No tenían pileta. Usaban pileta de lona. No había quincho. Tenían pisos de cemento. Tenía muchas fisuras en la paredes porque las paredes se movían...yo dejé de ir al lugar en el año 2002 o 2003. Se hicieron mejoras. Se arregló el pilar de luz. Se arboló bastante una zona del terreno. En ese momento le consultaba al dicente para la construcción de una pileta. Había solucionado el tema de las fisuras. También se arregló el portón de entrada construyendo dos columnas para sostenerlo. Se colocaron los pisos de la casa. En los dormitorios cerámicos. En el estar no recuerda si cerámicos o ladrillos..." (fs. 659/660). Ha declarado este testigo que veía al actor como el propietario de la finca, no haciendo referencia alguna en su relato al restante condómino.

    Al declarar el testigo Sr. Gabriel Enrique Jesús Roldan ha expresado que es de profesión electricista,  y que realizó trabajos en ese rubro al actor. Ha declarado: "...la referencia es casi hace 20 años porque la casa estaba en obra. No estaba habitable. Tenía paredes y techo. Faltaba toda la instalación de agua, gas y electricidad. El lugar estaba relativamente prolijo. No estaba abandonado. Tenía un cerco de alambre con hilos. La casa estaba en un terreno más grande...La última vez que la vi, fue hace un mes. La casa está pintada, amueblada y terminada. No fue ampliada. Se le hizo una pileta de material creo que de 4 por 8 metros. Se le puso alambrado tejido perimetral...” (fs. 663). Este testigo también ha declarado que lo ve al actor como el dueño de la finca, sin referencia alguna al condómino. 

    La testigo Elisa Laufer ha expresado, ante el interrogatorio judicial desde cuando ocupa la finca el actor, "...Desde que yo se desde el año 1985 ó 1986. Para esa época ya me habían invitado porque hacían asado cuando estaban haciendo la casa. Lo recuerdo más por el embarazo de Mónica...lo que había era un terreno grande y la casa estaba con los ladrillos sin revocar. Se veían las aberturas. Había un alambrado. Hacíamos un asado pero algo rudimentario. No había luz ni gas. Después nos íbamos porque no estaba para quedarse a dormir. Había algunos árboles. Había pasto y recién estaban empezando a ponerle cositas. Había un alambrado que lo rodeaba...la última vez que fui fue en el verano de este año a la pileta. Es una casa linda grande, cocina, comedor, tiene un hogar en el comedor, dos dormitorios y un par de baños. Ahora tiene una especie de quinchito con una parrilla y una pileta de material hecha ya hace algunos años...que lo manifestado es público y notorio por haber asistido al inmueble y conocer al Sr. Gabay desde que la esposa estaba embarazada de su hija menor que hoy tiene 20 o 21 años..." (fs. 663).

    En mi opinión, el conjunto de estas declaraciones testimoniales se presentan como concordantes, serias y confiables, pues han sido expresadas por personas que han concurrido el lugar a lo largo de los años, en el plazo aludido por el art. 4015 del Código Civil (arts. 384 y 474 del CPCC).  Todas las mejoras realizadas en la finca, que resultan de los indicados testimonios, han sido constatados por prueba directa: la inspección ocular de fs. 667, realizada en junio de 2007 (art. 384 del CPCC).

    Para decirlo en otras palabras, si bien la prueba testimonial no basta para  acreditar la posesión veinteñal, por así disponerlo la norma legal (arts. 24 inc. c) de la ley 14159 y art. 679 inc. 1º. del CPCC);  en este caso entiendo que corresponde acoger la petición del actor, pues el plexo testimonial no solo es complementado con la inspección ocular de fs. 667 (y plano complementario de fs. 666), sino que debe merituarse el conjunto de pagos de impuestos y servicios (conforme documental desglosada corresponde a provisión de energía eléctrica de Segba, años 1985, 1986, 1987, 1988, 1989, 1990, 1991, 1992; Edenor: 1992, 1993, 1994, 1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006; Tasa municipal por alumbrado, limpieza y conservación de la vía pública del Municipio de Escobar, correspondiente a los años  1984, 1985, 1986, 1987, 1988, 1989, 1990, 1991, 1992, 1993, 1994, 1995, 1994, 1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2002, 2003; impuesto inmobiliario provincial correspondiente a los años 1984, 1985, 1986, 1987, 1988, 1989, 1990, 1991, 1992, 1993, 1994, 1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 200, 2005, 2006) o sea durante un significativo lapso. En este punto destaco que es doctrina de la Suprema Corte que: “Hay actos o hechos emanados de quien invoca la usucapión de que por sí son demostrativos de su intención de comportarse como dueño y una de las formas de probar ese comportamiento lo constituye el pago más o menos regular de los impuestos o tasas que afectan el inmueble en cuestión”, Cf. SCBA, Ac 75946 S 15-11-2000, Juba.

 Es mi opinión que este panorama probatorio, analizado conforme las reglas de la sana crítica (arts. 384 y conc. del CPCC, especialmente art. 679) es suficiente para generar la convicción positiva de que se han cumplido con la posesión a titulo de dueño de la finca durante el período de veinte años, con interversión del título propio del condómino pues los actos posesorios enumerados precedentemente inevitablemente excluyen al demandado.

    Digo esto pues todos estos actos -me refiero puntualmente a la realización de obras como finalización de la vivienda, la realización de una pileta,  su ocupación por parte del actor y su grupo familiar, el pago por su propia cuenta de los servicios y tasas, que en su mayoría están a su nombre o de su progenitor fallecido, son  actos que son ostensibles y manifiestos que objetivamente son incompatibles con el ejercicio del dominio compartido con otra persona, puntualmente el aquí demandado Sr. Alejandro Gabay. Es por ello, que estos actos, desde el principio manifiestan una interversión del título.. 

 
Así entonces postulo acoger el recurso de apelación interpuesto y revocando la resolución judicial de fs. 674/679 vta., acoger la petición de usucapión que ha promovido el Sr. Pablo Miguel Gabay contra el Sr. Alejandro Gabay y declarar que el actor ha adquirido por posesión veinteañal el dominio del inmueble que se identifica en el plano 118-000020-2066, ubicado en calle Alberti entre Berutti y Rizutti de la ciudad de Belén de Escobar, Pdo. de Escobar, Provincia de Buenos Aires con nomenclatura catastral: Circunscripción XXII; Sección D; Quinta: 46; Parcela II; Partida No. 33899, disponiéndose en consecuencia cancelar la inscripción de dominio preexistente. Dado que no ha mediado oposición de la parte demandada, las costas de primera instancia y las de alzada se imponen en el orden causado (art. 68 párrafo segundo del CPCC). Así lo voto. 


Por compartir los fundamentos expuestos, los Sres. Jueces Osvaldo Cesar Henricot y Karen Ileana Bentancur votan en el mismo sentido.-


A la segunda cuestión planteada el Señor Juez Miguel Balmaceda, dijo:


Habida cuenta del resultado obtenido en el tratamiento de la cuestión que antecede el pronunciamiento a dictarse debe ser:


Acoger el recurso de apelación interpuesto a fs. 681, y revocando la resolución judicial de fs. 674/679 vta., acoger la petición de usucapión que ha promovido el Sr. Pablo Miguel Gabay contra el Sr. Alejandro Gabay y declarar que el actor ha adquirido por posesión veinteañal el dominio del inmueble que se identifica en el plano 118-000020-2066, ubicado en calle Alberti entre Berutti y Rizutti de la ciudad de Belén de Escobar, Pdo. de Escobar, Provincia de Buenos Aires con nomenclatura catastral: Circunscripción XXII; Sección D; Quinta: 46; Parcela II; Partida No. 33899, disponiéndose en consecuencia cancelar la inscripción de dominio preexistente y ordenándose la inscripción del dominio a favor del actor, a tal fin ofíciese al Registro de la Propiedad Inmueble y otórguese testimonio, previo cumplimiento con el art. 21 de la ley 6716. Dado que no ha mediado oposición de la parte demandada, las costas de primera instancia y las de alzada se imponen en el orden causado (art. 68 párrafo segundo del CPCC).


Así lo voto.


Por compartir los fundamentos expuestos, los Sres. Jueces Osvaldo Cesar Henricot y Karen Ileana Bentancur votan en el mismo sentido.


Con lo cual se dio por terminado el presente Acuerdo que firmaron los Sres. Jueces por ante mi.


 

 

 

 

 

 

     

 

 

 

Campana, 13 de Octubre de 2009.-



Vistos; y 



Considerando:



Que del Acuerdo que antecede resulta que corresponde acoger el recurso de apelación en trámite. Fundamentos y citas legales, dados al tratarse la cuestión primera.



Por lo expuesto, el Tribunal resuelve:



Acoger el recurso de apelación interpuesto a fs. 681, y revocando la resolución judicial de fs. 674/679 vta., acoger la petición de usucapión que ha promovido el Sr. Pablo Miguel Gabay contra el Sr. Alejandro Gabay y declarar que el actor ha adquirido por posesión veinteañal el dominio del inmueble que se identifica en el plano 118-000020-2066, ubicado en calle Alberti entre Berutti y Rizutti de la ciudad de Belén de Escobar, Pdo. de Escobar, Provincia de Buenos Aires con nomenclatura catastral: Circunscripción XXII; Sección D; Quinta: 46; Parcela II; Partida No. 33899, disponiéndose en consecuencia cancelar la inscripción de dominio preexistente y ordenándose la inscripción del dominio a favor del actor, a tal fin ofíciese al Registro de la Propiedad Inmueble y otórguese testimonio, previo cumplimiento con el art. 21 de la ley 6716. Dado que no ha mediado oposición de la parte demandada, las costas de primera instancia y las de alzada se imponen en el orden causado (art. 68 párrafo segundo del CPCC).



NOTIFÍQUESE. DEVUÉLVASE.
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